PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTICULO 1º: En todos los programas de construcción de viviendas que financie el Instituto de la Vivienda y que ejecute en forma directa, por los Municipios o por entidades intermedias descentralizadas, se procederá a reservar un tres (3) por ciento de las unidades habitacionales para su eventual adjudicación a personas discapacitadas o a grupos familiares que incluyan un miembro discapacitado.

ARTICULO 2º: A los fines de acceder a la adjudicación de las unidades habitacionales referidas en el Artículo 1º, además de los requisitos que para cada caso fueran exigibles, los postulantes deberán satisfacer los siguientes:

a) Acreditar la discapacidad mediante el Certificado de Discapacidad extendido conforme a lo estipulado por el Artículo 3º de la Ley 10.592 (Régimen Jurídico Básico e Integral para las Personas Discapacitadas)..

b) Acreditar el vínculo y la convivencia con la persona discapacitada en la forma que establezca la reglamentación de la presente ley. 

ARTICULO 3º: Si concluido el plazo estipulado para la inscripción de postulantes no se encontrare cubierto el porcentaje aludido en el Artículo 1º, las unidades habitacionales excedentes se incorporarán automáticamente al listado general de adjudicaciones.

ARTICULO 4º: De forma.-

F U N D A M E N T O S

El presente Proyecto de Ley persigue el objetivo de instituir legalmente la obligación del Instituto de la Vivienda de reservar a favor de postulantes discapacitados un porcentaje de las viviendas que el mismo financie, ya sea que las construya en forma directa, por los Municipios o por entidades intermedias.

De este modo, pretendemos equiparar a las personas discapacitadas, o a los grupos familiares integrados por algún miembro discapacitado, en la posibilidad de acceder a los beneficios de la vivienda propia.  Para ello los discapacitados, o el grupo familiar correspondiente, deberán cumplir con todos los requisitos que en cada programa de adjudicación de viviendas sociales o económicas resulten exigibles, en particular lo relacionado a la carencia de recursos suficientes para la adquisición, mediante otra vía, de una vivienda para ocupación permanente por el mismo.

Son muchas las dificultades que encuentran las personas con discapacidades para poder hacer las mismas cosas que, para quienes no poseemos esas afectaciones, nos resultan normales y habituales.  La legislación debe apuntar a la equiparación de las posibilidades y a la eliminación de la desventaja social para rescatar a las personas con discapacidades de la desigualdad y la marginación social y arribar al estratégico objetivo de la integración a la vida comunitaria en las mejores condiciones.

Existen en nuestra legislación varios antecedentes de leyes similares a la propuesta que establecen discriminaciones por la positiva a favor de jubilados y pensionados, de madres adolescentes solteras o con hijos discapacitados, entre otras. 

Por otra parte, el cupo que se pretende reservar es exiguo y guarda relación con el porcentaje de población discapacitada que habita en nuestra Provincia de Buenos Aires, considerando también que parte de ella pertenece a familias que, afortunadamente, cuenta con recursos suficientes como para poder prescindir de esta herramienta igualadora.

Por las razones expuestas, solicito a los señores Diputados tengan a bien acompañar con su voto favorable el presente Proyecto de Ley.

